
Cuarto.—Para la determinación del incumplimiento se ins­
truirá un expediente de sanción que se ajustará a lo establecido 
en los artículos 133 al 137 de la Ley de Procedimiento Admi­
nistrativo, y será tramitado en la forma establecida en la 
cláusula undécima del acta de concierto.

Relación que se cita
Empresa «José Novo García», ubicada en Zas, provincia 

de La Coruña, 20 cabezas de ganado en la finca «Suorto», del 
término municipal de Zas (La Coruña).

Empresa «Francisco Antuña Rodríguez», ubicada en Villa- 
viciosa, provincia de Oviedo, 40 cabezas de ganado en varias 
fincas del término municipal de Villaviciosa (Oviedo).

Empresa «Eusebio Ibáñez Lores», ubicada en Fraga, pro­
vincia de Huesca, 120 cabezas de ganado en varias fincas 
del término municipal de Fraga (Huesca).

Empresa «Antonio Pericas Nadal», ubicada en Llubi, pro­
vincia de Baleares, 50 cabezas de ganado en la finca «Son 
Figuedola» del término municipal de Llubi (Baleares).

Empresa «Pilar Cifuentes Menéndez», ubicada en Sariego, 
provincia de Oviedo, 20 cabezas de ganado en el finca «Llendón» 
del Término municipal de Sariego (Oviedo).

(1) Empresa «Cooperativa Santa María de Gonzar», ubicada 
en El Pino, provincia de La Coruña, 72 cabezas de ganado, 
para una segunda etapa, en varias fincas del término municipal 
de El Pino (La Coruña).

(1) Empresa «Grupo Sindical de Colonización núme­
ro 16.453», ubicada en El Provencio, provincia de Cuenca, 80 
cabezas de ganado en varias fincas del término municipal de 
El Provencio (Cuenca).

Empresa «Angel Prat Caus», ubicada en Tamarite de Litera, 
provincia de Huesca, 320 cabezas de ganado en las fincas 
«Torre Carpi» y «Torre Blanco» del término municipal de Tama- 
rite de Litera (Huesca).

Empresa «Bartolomé Gutiérrez Sánchez», ubicada en Villa- 
nueva de Córdoba y Pozoblanco, provincia de Córdoba, 51 ca­
bezas de ganado en varias fincas de los términos municipales 
de Villanueva de Córdoba y Pozoblanco (Córdoba).

Empresa «Brígida y María del Pilar Collado Aparicio», ubicada 
en Cáceres capital, 73 cabezas de ganado en el finca «El Baño» 
del término municipal de Cáceres.

Empresa «Jesús Fernández Pol», ubicada en Baralla, pro­
vincia de Lugo, 25 cabezas de ganado en varias fincas del 
término municipal de Baralla (Lugo).

Empresa «Casto Barroso Bejerano», ubicada en Gálvez, pro­
vincia de Toledo, 45 cabezas de ganado en varias fincas del 
término municipal de Gálvez (Toledo).

Empresa «Angel Cogolludo Escalera», ubicada en Gálvez, 
provincia de Toledo 50 cabezas de ganado en varias fincas 
del término municipal de Gálvez (Toledo).

Empresa «José Pérez Martínez», ubicada en Líria, 50 cabe­
zas de ganado en las fincas «Plá de Avenes» y «Plá de Calvo» 
del Término municipal de Líria (Valencia).

Empresa «Mariano Merino López», ubicada en Villovela de 
Pirón, provincia de Segovia, 60 cabezas de ganado en varias 
fincas del término municipal de Villovela de Pirón (Segovia).

Empresa «Juan Gordillo Garlito», ubicada en Valencia de 
Alcántara, provincia de Cáceres, 91 cabezas de ganado para 
una segunda etapa, en varias fincas del término municipal 
de Valencia de Alcántara (Cáceres).

Empresa «José Ignacio Ferrero Cabanach», ubicada en Reus, 
provincia de Tarragona, 50 cabezas de ganado, para una se­
gunda etapa, en la finca «Mas Calbo» del término municipal 
de Reus (Tarragona).

Empresa «Francisco Mateos Gutiérrez», ubicada en La Cum­
bre, provincia de Cáceres, 41 cabezas de ganado en la finca 
«Palazuelo» del término municipal de La Cumbre (Cáceres).

Empresa «Fernando Becerro de Bengoa y Escalante», ubi­
cada en Cáceres capital, 82 cabezas de ganado en la finca 
«Melena» del término municipal de Cáceres.

Empresa «Manuel Laares Moar», ubicada en Boimorto, 
provincia de La Coruña, 82 cabezas de ganado en la finca 
«Freixido» del término municipal de Boimorto (La Coruña).

Empresa «Casimiro Carrasco Carrasco», ubicada en Salorino 
provincia de Cáceres, 41 cabezas de ganado en varias fincas 
del término municipal de Salorino (Cáceres).

Empresa «Claudio Román Gómez», ubicada en Ibahernando, 
provincia de Cáceres, 67 cabezas de ganado en la finca «Encina 
Hermosa» del término municipal de Ibahernando (Cáceres).

Empresa «Benito Baines Urzainqui», ubicada en Isaba, pro­
vincia de Navarra, 61 cabezas de ganado en lo finca «Mais- 
turria» y otras, de los términos municipales de Urzainqui e 
Isaba (Navarra).

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 2 de junio de 1978.—P. D., el Subsecretario de Ha­

cienda, Dionisio Martínez Martínez.
Ilmo. Sr. Subsecretario de Hacienda.

MINISTERIO DE OBRAS 
PUBLICAS Y URBANISMO

19019 RESOLUCION de la Dirección General de Obras 
Hidráulicas por la que se hace pública la autoriza­
ción otorgada a la Comunidad de Aguas «Los Fron­
tones» de terrenos de dominio público del barranco 
de La Arena, en término municipal de La Orotava 
(Santa Cruz de Tenerife).

La Comunidad de Aguas «Los Frontones», ha solicitado auto­
rización para ocupar terrenos de dominio público del barranco 
de «La Arena», necesarios para construir una pista que co­
munique la carretera de La Orotava a La Florida, con la 
bocamina de la galería de la citada Comunidad, en término 
municipal de La Orotava (Santa Cruz de Tenerife), y

Este Ministerio ha resuelto:
Autorizar a la Comunidad de Aguas «Los Frintones», para 

construir un camino a lo largo de un tramo del barranco 
de «La Arena», en término municipal de La Orotava (Santa 
Cruz de Tenerife), para lograr un acceso a la bocamina de 
su galería, quedando también autorizada la ocupación de los 
terrenos de dominio público necesarios, y todo ello con arreglo 
a las siguientes condiciones:

Primera.—Las obras se ajustarán al proyecto, suscrito en 
Santa Cruz de Tenerife y mayo de 1971, por el Ingeniero 
de Caminos, don Ricardo Marín Martínez, visado por el Colegio 
Oficial correspondiente con la referencia PN33670/71 de 22 de 
junio de 1971, y que tiene un presupuesto de ejecución ma­
terial de 64.592,11 pesetas, en tanto no resulte modificado por 
las presentes condiciones y autorización, el cual queda apro­
bado a efectos de la presente resolución. Las modificaciones 
de detalle que se pretendan introducir podrán ser autorizadas 
u ordenadas por el Servicio Hidráulico de Santa Cruz de Te­
nerife, siempre que tiendan al perfeccionamiento del proyecto 
y no alteren las características esenciales de la autorización, 
lo cual implicarla la tramitación de nuevo expediente.

Segunda.—Las obras se iniciarán en el plazo de tres meses 
y se terminarán en el de doce meses, contados ambos a partir 
de ¡a fecha de publicación de esta autorización en el «Boletín 
Oficial del Estado».

Tercera.—Esta autorización se otorga sin perjuicio de dere­
cho del Estado a la ejecución de las obras incluidas en sus 
planes y que puedan resultar afectadas por la que se autoriza, 
y sin perjuicio del derecho de la Administración a establecer 
servidumbres y a efectuar los trabajos de limpieza, conserva­
ción y aprovechamiento de los materiales del cauce que estime 
pertinentes, quedando obligada la Comunidad autorizada a eje­
cutar a su costa cuantas modificaciones se le impusieran por 
razón de dichas obras estatales, servidumbres o trabajos, pu­
diéndose incluso dejar sin efecto esta autorización en el caso 
de incompatibilidad con las referidas obras, servidumbres o 
trabajos, sin derecho a indemnización a la Comunidad autori­
zada. Esta conservará las obras en perfecto estado.

Cuarta.—La inspección y vigilancia de las obras e instala­
ciones, tanto durante la construcción como durante la explota- 
ción de las mismas, quedarán a cargo del Servicio Hidráulico 
de Santa Cruz de Tenerife, siendo de cuenta de la Comunidad 
autorizada las remuneraciones y gastos que por dichos concep­
tos se originen, con sujeción a las disposiciones que le sean, 
aplicables y en esencial al Decreto número 140. de 4 de febrero 
de 1960, debiendo darse cuenta a dicho Organismo del prin­
cipio de los trabajos. Una vez terminados y previo aviso de 
la Comunidad autorizada, se procederá a su reconocimiento 
por el Ingeniero Jefe de Aguas o Ingeniero en quien delegue, 
levantándose acta en la que conste el cumplimiento de estas 
condiciones, los nombres de los productores españoles que ha­
yan suministrado los materiales empleados y la superficie ocu­
pada en terrenos de dominio público, y el canon anual de 
ocupación, debiendo ser aprobada el acta por la Dirección 
General de Obras Hidráulicas.

Quinta.—Se concede esta autorización por un período máxi­
mo de noventa y nueve años, dejando a salvo el derecho de 
propiedad y sin perjuicio de tercero, quedando obligada la 
Comunidad autorizada a demoler o modificar por su parte 
las obras, cuando la Administración lo ordene por interés ge­
neral, sin derecho a indemnización alguna.

Sexta.—Se concede autorización para la ocupación de los 
terrenos de dominio público necesarios para las obras. En 
cuanto a las servidumbres legales podrán ser decretadas por 
la autoridad competente, una vez publicada la autorización.

Séptima.—La Comunidad autorizada queda obligada al cum­
plimiento de las disposiciones vigentes, o que se dicten en lo 
sucesivo, relativas a la industria nacional, contrato de trabajo, 
Seguridad Social y demás de carácter laboral, administrativo 
o fiscal.

Octava.—Queda terminantemente prohibido el vertido de es­
combros en el cauce afectado, siendo responsable la Comunidad 
autorizada, de los daños y perjuicios que, como consecuencia 
de los mismos, pudieran originarse, y de su cuenta los trabajos 
que la Administración ordene llevar a cabo para la limpieza 
de los escombros vertidos durante las obras.
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Novena.—Esta autorización no faculta por sí sola para eje­
cutar obras en zona de servidumbre de carreteras, caminos, 
vías pecuarias o canales del Estado, por lo cual la Comunidad 
autorizada habrá de obtener, en su caso, las pertinentes auto­
rizaciones de los Organismos de la Administración correspon­
diente.

Décima.—La Comunidad autorizada elevaré el depósito ya 
constituido hasta el 3 por 100 del presupuesto de las obras 
a ejecutar en terrenos de dominio público, el cual quedará 
como fianza definitiva para responder del cumplimiento de 
estas condiciones, y le será devuelto una vez haya sido apro­
bada el acta de reconocimiento final de las obras.

Undécima.—La Comunidad autorizada habrá de satisfacer, 
en concepto de canon por ocupación de terrenos de dominio 
público, a tenor de lo dispuesto en el Decreto de 4 de febrero 
de 1960, la cantidad de 5,20 pesetas por metro cuadrado, la 
cual se aplicará sobre toda la superficie de dominio público 
que se ocupe, pudiendo ser revisado dicho canon anualmente 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 4.° de la citada 
disposición.

Duodécima.—Caducará esta autorización por incumplimiento 
de estas condiciones y en los casos previstos en las disposi­
ciones vigentes, declarándose dicha caducidad según los trá­
mites señalados en la Ley y Reglamento de Obras Públicas.

Lo que se hace público en cumplimiento de las disposi­
ciones vigentes.

Madrid, 2 de junio de 1978.—El Director general, P. D., el 
Comisario central de Aguas, José María Gil Egea.

19020 RESOLUCION de la Dirección General de Obras 
Hidráulicas por la que se hace pública la concesión 
otorgada a la «Empresa Nacional del Petróleo, So­
ciedad Anónima» y «Paular, Empresa para la In­
dustria Química, S. A.» del río Gayá, en término 
municipal de Catllar (Tarragona), con destino 
usos industriales.

«Empetrol, S. A.» y «Paular. S. A.» han solicitado la conce­
sión de una ampliación de un aprovechamiento de aguas pú­
blicas superficiales del rio Gayá, en el embalse de Gayá, en 
término municipal de Catllar (Tarragona), con destino a usos 
industriales, y

Este Ministerio ha resuelto:
Conceder a la «Empresa Nacional de Petróleo. S. A.» (Em­

petrol y «Paular, Empresa para la Industria Química, S. A.», 
el aprovechamiento de un caudal continuo de 580 litros por 
segundo del río Gayá y el barranco de Ranau, en el embalse 
de Gayá, de los que 410 litros por segundo se destinarán a 
«Empetrol» y 170 litros por segundo a «Paular-, con destino 
a usos industriales de sus factorías, en término municipal de 
Catllar (Tarragona), con sujeción a las siguientes condiciones:

Primera.—Las obras se ajustarán al proyecto suscrito por 
los Ingenieros de Caminos, Canales y Puertos don Alfonso 
Alvarez, D. J. A. Baztán, y D. J. Sancho, visado por el Colegio 
Oficial con el número de referencia 55528 en el que figura 
un presupuesto de ejecución por contrata de 392.283.593 pesetas, 
el cual se aprueba a los efectos de la presente concesión, 
en cuanto no se oponga a las condiciones de la misma. La 
Comisaria de Aguas del Pirineo Oriental podrá autorizar pe­
queñas variaciones que tiendan al perfeccionamiento del pro­
yecto y que no impliquen modificaciones en la esencia de la 
concesión.

Segunda.—Al darse cuenta de la iniciación de las obras 
por parte de las Empresas concesionarias, se comunicará a 
la Comisarla de Aguas del Pirineo el nombre y apellido del 
Director de las obras, título que deberá recaer forzosamente 
en un Ingeniero del Cuerpo Nacional de Caminos. Canales y 
Puertos.

Tercera.—Las obras comenzarán en el plazo de tres meses, 
contados a partir de la fecha de publicación de la concesión 
en el «Boletín Oficial del Estado» y deberán quedar termina­
das en el de veinticuatro meses, contados a partir de la mis­
ma fecha.

Cuarta.—La Administración no responde del caudal conce­
dido y podrá obligar a las Sociedades concesionarias, a instalar, 
a su costa, dispositivos de control limitadores de caudal, con 
objeto de que no queden comprometidos los de las concesio­
nes preexistentes, cosa que el Servicio comprobará tantas veces 
como lo considere necesario, además de las inspecciones nor­
males.

Quinta.—La inspección y vigilancia de las obras e instala­
ciones. tanto durante la construcción como en el periodo de 
explotación del aprovechamiento, quedarán a cargo de la Co­
misaría de Aguas del Pirineo Oriental siendo de cuenta del 
concesionario las remuneraciones y gastos que por dichos con­
ceptos se originen, debiendo darse cuenta a dicho Organismo 
del principio de los trabajos. Una vez terminados y previo 
aviso del concesionario, se procederá a su reconocimiento por 
el Comisario Jefe de Aguas o Ingeniero del servicio en quien 
delegue, levantándose acta en la que consta el cumplimiento 
de estas condiciones, sin que pueda comenzar la explotación 
antes de aprobar este acta la Dirección General de Obras 
Hidráulicas.

Sexta.—Se concede la ocupación de los terrenos de dominio 
público necesarios para las obras. Las servidumbres legales 
serán decretadas, en su caso, por la autoridad competente.

Séptima. El agua que se conceda queda adscrita a los 
usos indicados, quedando prohibido su enajenación, cesión o 
arriendo con independencia de aquella.

Octava.—La Administración se reserva el derecho de tomar 
de la concesión los volúmenes de agua que sean necesarios 
para toda clase de obras públicas, en la forma que estime 
conveniente, pero sin perjudicar las obras de aquélla.

Novena.—Esta concesión se otorga por el plazo de duración 
de las industrias y como máximo por el de setenta y cinco 
años, sin perjuicio de tercero y salvo el derecho de propiedad, 
con la obligación de ejecutar las obras necesarias para con­
servar o sustituir las servidumbres existentes.

Décima.—La Comisaría de Aguas a la vista de los caudales 
circulantes por el río, podrá acordar su limitación o incluso 
suspender totalmente el aprovechamiento, en el periodo com­
prendido entre el 1 de julio y el 30 de septiembre, con el 
único objeto de garantizar el derecho preferente del riego, 
con el caudal que se les fije, en relación con el que exista 
en el manantial «Covas Rojas», que en caso de no poder ser 
aforado, se valorará en 135 litros por segundo.

Undécima.—Esta concesión queda sujeta al pago del canon 
que, en cualquier momento pueda establecerse por el Minis­
terio de Obras Públicas, con motivo de las obras de regulación 
de la corriente del río realizadas por el Estado.

Duodécima.—El caudal de concesión se entiende a los solos 
efectos de su aprovechamiento, cuando el rio Gayá y el torren­
te Renau los lleven, o existan acumulados en el embalse de 
Catllar, construido por las Sociedades peticionarias, deducién­
dose los fijados a las Comunidades de Regantes de Catllar. 
La Riera y Altafulla-Tamarit.

Decimotercera.—El orden de preferencia de los caudales 
de los existentes en el cauce del río Gayá y torrente de 
Renau, quedan distribuidos de la siguiente forma:

Primero.—Las necesidades de las Comunidades de Regantes 
de Catllar, La Riera y Altafulla-Tamarit, para riego de sus 
tierras, en la cuantía que se les fije.

Segundo.—Quinientos litros por segundo para usos industria­
les de la Refinería de Petróleos de Tarragona, propiedad de 
«Empetrol».

Tercero.—Quinientos ochenta litros por segundo, para usos 
industriales de «Empetrol» y «Paular», distribuidos en la si­
guiente forma: 410 litros por segundo para la primera y 170 
litros por segundo para la segunda.

Decimocuarta.—Queda sujeta esta concesión a las disposi­
ciones vigentes o que se dicten en lo sucesivo, relativas a 
la Industria Nacional. Contrato de Trabajo, Seguridad Social 
y demás de carácter laboral, administrativo o fiscal.

Decimoquinta.—El concesionario queda obligado a cumplir, 
tanto en la construcción como en la explotación, las disposi­
ciones de la Ley de Pesca Fluvial para conservación de las 
especies.

Decimosexta.—El depósito constituido quedará como fianza 
a responder del cumplimiento de estas condiciones y será de­
vuelto después de ser aprobada el acta de reconocimiento final de las obras.

Decimoséptima.—Caducará esta concesión por incumplimien­
to de estas condiciones y en los casos previstos en las dispo­
siciones vigentes, declarándose aquélla según los trámites se­
ñalados en la Ley y Reglamento de Obras Públicas.

Lo que se hace público en cumplimiento de las disposi­
ciones vigentes.

Madrid, 2 de junio de 1978.—El Director general, P. D., el 
Comisario central de Aguas, José María Gil Egea.

MINISTERIO DE TRABAJO

19021 RESOLUCION de la Dirección General de Traba­
jo por la que se homologa el Convenio Colectivo 
Interprovincial para el personal de Flota de la 
CAMPSA.

Visto el Convenio Colectivo Interprovincial para el personal 
de Flota de la CAMPSA;

Resultando que con fecha 24 de abril del año en curso tuvo 
entrada en este Ministerio el expediente relativo al Convenio 
Colectivo Interprovincial para el personal de Flota de CAMPSA 
con el texto y documentación complementaria, al objeto de pro­
ceder a su homologación, cuyo Convenio, que afecta a 1.897 
empleados, fue firmado el 10 de abril de 1978 por las partes 
negociadoras, con efectos económicos de 1 de enero de 1978 
hasta 31 de diciembre del mismo año;

Resultando que por tratarse de una Empresa con más de qui­
nientos trabajadores, en cumplimiento de lo previsto en el 
Real Decreto 3287/1977, de 19 de diciembre, fue sometido el 
presento Convenio a la Comisión Delegada del Gobierno para 
Asuntos Económicos, la cual prestó su conformidad a la ho­
mologación del mismo;


